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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA





Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

“2018, Año del Centenario de la Constitución de Coahuila”


Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 297 y se adiciona el artículo 311 bis ambos de Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

· En materia de pensiones alimenticias.

Planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 12 de Junio de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Fecha del Dictamen: 12 de Marzo de 2019.
Decreto No. 223
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 29 / 9 de Abril de 2019
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 297 Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 311 BIS AMBOS DE LEY PARA LA FAMILIA DE COAHUILA DE ZARAGOZA QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRACÁTICA, EN MATERIA DE PENSIONES ALIMENTICIAS.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.
La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la siguiente iniciativa por la que se reforma el artículo 297 y se adiciona el artículo 311 bis, ambos de Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, conforme a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La familia es, sin lugar a dudas, la célula básica que constituye el tejido social. Su importancia es de gran magnitud para el pleno desarrollo de las personas en lo individual, pues de ahí deriva su educación, formación, buenas costumbres, afecto, comprensión, apoyo incondicional, percepción de respeto hacia los demás y todas aquellas virtudes que son las ideales para el crecimiento del ser humano en un ambiente sano y armonioso.

El derecho fundamental a constituir una familia tiene su fundamento en el artículo 4º del máximo ordenamiento del país y también en diversos tratados internacionales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su artículo 16; La Convención Americana sobre los Derechos Humanos en su artículo 17 y en el artículo 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

El formar una familia también conlleva un gran compromiso, sobre todo cuando se llega a procrear o adoptar hijos e hijas; o bien, cuando  la responsabilidad  de cuidar a los miembros más vulnerables del núcleo familiar, como lo pueden ser las personas adultas mayores o las personas con discapacidad. Sea cual fuere el caso, es de suma importancia que se vele por el bienestar y la seguridad de todos los miembros. 

En la actualidad, las relaciones humanas son complejas y pueden tener cambios profundos, incluso, en algunos casos existe la posible ruptura del seno familiar, la cual, por más mínima que sea, puede desencadenar un distanciamiento, un conflicto directo o indirecto, e inclusive, la desintegración. Lo que acarrea graves consecuencias al interior de la familia, que pueden dejar marcados a sus miembros de por vida. En estos casos el daño se acentúa con mayor rigor en los menores de edad; esto, derivado de su vulnerabilidad, que los convierte en los sujetos más necesitados de protección.

Debido a las diversas problemáticas que pueden surgir en relación con las relaciones de familia, y con el fin de proteger a los grupos más vulnerables dentro de las familias,  el día hoy presentamos una iniciativa de reforma a la Ley para la familia que busca precisamente afrontar y regular la falta de cumplimiento de la obligación legal de otorgar alimentos. 
En  la doctrina jurídica, el derecho a recibir alimentos puede definirse como aquel que la ley otorga a una persona para demandar de otra, que cuenta con los medios para proporcionárselos, lo que necesite para subsistir de un modo correspondiente a su posición social, el cual debe cubrir por lo menos el sustento, habitación, vestidos, salud, movilización, enseñanza básica y media, aprendizaje de alguna profesión u oficio
. 

En palabras de la Jurista Irma Bavestrelo, los alimentos constituyen “todo aquello que una persona tiene derecho a percibir de otra –por ley, declaración judicial o convenio- para atender a su subsistencia, habitación, vestido, asistencia médica, educación e instrucción”

En la Ley para la familia de Coahuila de Zaragoza, el derecho a recibir alimentos está regulado en los artículos 276 a 307 de la norma, e incluso existe un Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos, el cual conformó con el propósito de vigilar el cumplimiento de las obligaciones con los acreedores alimentarios, los cuales en su mayoría son menores de edad. 
Las formas en las que los jueces coahuilenses han tutelado el derecho a recibir alimentos varían, pero uno de los mecanismos más comunes es que la pensión alimenticia sea descontada directamente de los sueldos de los deudores alimentarios y depositados en cuentas a favor de los acreedores. Este método puede llegar a ser muy efectivo, pues el cumplimiento no se deja al arbitrio del acreedor y evita problemas entre las partes, sobre todo en los casos donde hubieran existido conflictos o rupturas fuertes entre sus miembros.

Sin embargo, el problema surge cuando el deudor alimentario cambia de manera constante de trabajo, lo cual sucede en un gran número de casos, y eso es así, porque la ley para la familia, no lo obliga a informar al juez de la situación,  por lo que los acreedores alimentarios, quedan en estado de indefensión hasta que ellos o sus tutores (en el caso de los menores de edad) vuelven a pedir al juez que exija al deudor alimentario el pago de los alimentos. Esta situación se puede repetir tantas veces como el deudor cambie de empleo, lo cual resulta en un perjuicio evidente para los acreedores alimentarios. 

Consideramos que el derecho fundamental a recibir alimentos tiene una doble vertiente: por un lado, una obligación individual que debe cumplir el deudor alimentario y por otro, una responsabilidad social que tiene el estado por velar por su cumplimiento.  

En ese sentido, la iniciativa con proyecto de decreto que hoy  presentamos, propone establecer soluciones para ambas vías, ya que con la reforma del artículo 297, se busca obligar  a los deudores alimentarios a informar al juez familiar sobre los cambios laborales  que puedan llegar a tener en sus empleos o posiciones, en el entendido de que si no lo hacen, incurrirán en responsabilidad de carácter civil y administrativa. 
De la misma forma,  con la adición de artículo 311 bis, se pretende facultar al Poder Judicial del Estado para que pueda solicitar a las instituciones de seguridad social, la información correspondiente sobre la situación laboral de los deudores alimentarios morosos.

Estas reformas, tienen como fin último proteger  y garantizar el derecho fundamental a recibir alimentos, estableciendo medidas necesarias y proporcionales para su cumplimiento en favor del interés superior de la niñez y de otros grupos vulnerables.
Por estas razones y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como 21 fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

ÚNICO.- Se reforma el artículo 297 y se adiciona el artículo 311 bis ambos de Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:
Artículo 297. Los patrones, administradores, gerentes de empresas, directores y jefes de oficinas y, en general todas aquellas personas que por razón de su cargo público o privado estén en condiciones de proporcionar informes a la autoridad judicial sobre la capacidad económica de los deudores alimentistas, están obligados a suministrar los datos que se les requieran y de no hacerlo en la forma y términos solicitados, incurrirán en responsabilidad que será sancionada con una multa de veinte a cien unidades de cuenta en el Estado, que se duplicará en caso de reincidencia, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que pudieran incurrir. 
El deudor alimentario deberá informar de inmediato al Juez de lo Familiar y al acreedor alimentista cualquier cambio de empleo, la denominación o razón social de su nueva fuente de  trabajo, la ubicación de ésta y el puesto o cargo que desempeñará, a efecto de que continúe cumpliendo con la pensión alimenticia decretada. De no hacerlo, el deudor alimentario incurrirá en responsabilidad sancionada en los términos del párrafo anterior.

Artículo 311 bis. Cada tres meses, el Poder Judicial solicitará y verificará ante las instituciones de seguridad social correspondientes, la información sobre los cambios de empleo de los deudores alimentistas inscritos en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos con el fin de proteger el derecho de los acreedores alimentarios. Si la autoridad encontraré que el deudor alimentario cambió de empleo sin informarlo, se le aplicarán las sanciones contenidas en el artículo 297 de la presente ley.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS.
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO.- Una vez entrado en vigor el presente decreto, la Secretaría del Trabajo del Estado de Coahuila, emitirá una circular dirigida a todas las entidades públicas y empresas radicadas en la Entidad, en el cual conste el presente decreto y se comunique a los trabajadores, las obligaciones que se derivan del mismo.

TERCERO.- El Juez de lo familiar que determine la pensión alimentaria, deberá incluir en su resolución la obligación establecida en esta reforma a la ley para la familia.
CUARTO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.
Por lo expuesto y fundado, ante esta soberanía respetuosamente solicitamos que las reformas presentadas sean votadas a favor.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO
Saltillo, Coahuila de Zaragoza a 22 de mayo de 2018
DIPUTADA

CLAUDIA ISELA RAMIREZ PINEDA.
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